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Las impugnaciones en el proceso 
contravencional cordobés y la 
garantía del doble conforme

Lucas Crisafulli (*)

Sumario: I. Introducción.— II. Las generaciones de la legislación con-
travencional.— III. La casación y la garantía del doble conforme.—  
IV. Los recursos en el procedimiento contravencional.— V. Los recur-
sos del Ministerio Público.— VII. Bibliografía.

I. Introducción

A través de la ley provincial 10.326 se incorpo-
ró a los ayudantes fiscales y jueces de paz como 
autoridad de aplicación del Código de Convi-
vencia Ciudadana (en adelante Cód. de Conv. 
Ciudadana). Con ello se reemplazó a los comi-
sarios en la función de juzgar que tenían en el 
viejo Código de Faltas (ley 8431) incorporando 
una mayor garantía de imparcialidad e inde-
pendencia y evitando otorgar facultades mo-
nárquicas a las policías. Sin lugar a duda ello 
implicó un enorme avance en términos de rea-
lización del deber ser de los derechos huma-
nos. Sin embargo, esa incorporación también 
trajo aparejado una serie de problemáticas en 
torno a nueva arquitectura procesal, sobre todo 
en lo vinculado a la participación de la víctima, 
las facultades recursivas y las complejidades 
de un sistema en el que no distingue la función 
de investigar de la función de juzgar. ¿Puede la 
víctima participar en el proceso contravencio-
nal como querellante? ¿Cuáles serán las facul-
tades recursivas que tendrá? ¿Cuáles son las 
facultades recursivas del imputado? ¿Cómo se 
materializa la garantía del doble conforme en 
los procesos contravencionales en los que juz-

ga en primera instancia un Juzgado de Control 
y Faltas? ¿Cómo impactan en el recurso de ca-
sación en el ámbito contravencional los pre-
cedentes Herrera Ulloa y Valle Ambrosio de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos y 
el fallo Casal de la Corte Suprema?

El presente texto analiza el impacto de la ga-
rantía del doble conforme reconocida en la 
Convención Americana y ratificada en la juris-
prudencia de la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos y de la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación en el proceso contravencional y su 
incidencia tanto para la víctima que participa de 
querellante como para el imputado y para el Mi-
nisterio Público.

II. Las generaciones de la legislación con-
travencional

En cuanto a las reformas en materia contra-
vencional podemos reconocer históricamente 
cuatro generaciones de legislaciones.

La primera generación de contravenciones 
fueron aquellas legisladas a través de bandos del 
poder ejecutivo o de edictos redactados por los 
jefes policiales y luego ratificados por decreto 
del poder ejecutivo. Generalmente, perseguían 
formas de ser antes que actos y fueron muy uti-
lizados hacia el final de la conquista española y 
bastante avanzada la consolidación del Estado 
Nación hacia finales del siglo XIX y principios 
del XX. Se reconoce al Bando de Andonaegui 
de diciembre de 1745, como uno de los prime-

(*) Abogado (UNC). Docente del Seminario Introduc-
ción a los Derechos Humanos en la Facultad de Dere-
cho de la UNC. Miembro de la Cátedra de Criminolo-
gía (UNC). Fue Coordinador del Núcleo de Estudios e 
Intervención en Seguridad Democrática (NEISeD) de 
la Facultad de Filosofía y Humanidades y miembro del  
Observatorio de Derechos Humanos (UNC).
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ros bandos que establecía un plazo de quince 
días para que todos los indígenas y negros de la 
ciudad y campaña consiguieran un trabajo, caso 
contrario serían castigados con una pena de 100 
azotes o presidio durante dos años en Montevi-
deo. También fueron conocidos los bandos que 
obligaban a los gauchos a portar la famosa pa-
peleta de conchabo, que probaba la relación la-
boral que tenía el peón con una estancia. Esta 
legislación autorizaba a la policía a solicitar la 
papeleta, y si el gaucho no la tenía era pasible 
de ser encarcelado o enfilado en el ejército. Es 
importante recordar que gran cantidad de los 
soldados argentinos que pelearon en la infame 
guerra contra el Paraguay eran contraventores. 
A los gauchos se los acusaba de matrero y mal 
entretenido si no aceptaban las condiciones la-
borales que imponía la oligarquía local. En la 
práctica, lo que producía este tipo de normativa 
era disminuir el precio de la mano de obra pues 
los gauchos terminaban aceptando las pésimas 
condiciones laborales en las estancias, frente a 
la posibilidad de terminar presos o en el ejército.

Esta legislación otorgaba a la policía la facul-
tad de arrestar, de legislar, y de juzgar, lo que po-
dríamos denominar una monarquía policial en 
la que una única institución conservaba funcio-
nes de los poderes ejecutivos, legislativos y ju-
diciales.

Por fortuna democrática, ya no quedan le-
gislaciones por decreto o edictos, aunque las 
pulsiones del Estado de Policía se encuentran 
siempre latentes. Las mismas rigieron hasta 
no hace mucho, pues hasta que Buenos Aires 
adquirió el estatus de Ciudad Autónoma con 
la Constitución de 1994 y hasta que Tierra del 
Fuego se hizo Provincia en 1993 mediante ley 
23.775 en ambos territorios regían los Edictos 
Policiales.

Se abrieron paso las reformas para dar lugar a 
la segunda generación de contravenciones, que 
ya son los llamados códigos de faltas sancio-
nados por los poderes legislativos provinciales 
(aunque muchos nacieron como decretos-leyes 
de las dictaduras, como el caso del decreto ley 
6392 aprobado por el gobierno militar de Cór-
doba el 17/04/1980). Su característica principal 
es que la policía conserva las facultades de juz-
gar. Este es el caso del Código de Faltas actual 
de la Provincia de Buenos Aires (sancionado 

también en la dictadura mediante decreto-ley 
8031/73), el Código de Faltas de Córdoba que ri-
gió hasta marzo de 2016 (ley 8431, sancionado el 
17/11/1994) y el Código de Faltas de Tucumán 
(Ley de Contravenciones Policiales). Esta gene-
ración de normativa contravencional se caracte-
riza por penalizar acciones de una manera muy 
vaga y ambigua, como la contravencionaliza-
ción del merodeo, la ebriedad, los actos contra 
la decencia pública, las faltas de moralidad que 
incluyen la persecución de las personas trans/
travestis mediante la penalización de quienes 
“visten ropa contraria a su sexo”. Aquí la policía 
conserva la facultad de juzgar e imponer arres-
tos, aunque ya no legisla.

La tercera generación es conformada por los 
llamados Códigos de Convivencia Ciudada-
na, tal como el actual que rige en Córdoba por 
ley 10.326. Implican un avance en relación con 
las legislaciones anteriores en tanto y en cuan-
to le quitan a la policía la facultad de juzgar y 
se la otorgan a funcionarios judiciales, a la vez 
que reconocen la obligatoriedad de la defensa y 
plantean el arresto como última de las penas. En 
cuanto a los tipos contravencionales que sancio-
na, arrastran de la segunda generación las con-
travenciones vinculadas al merodeo o las faltas 
a la decencia pública, aunque en general fueron 
derogadas las que discriminaban al colectivo de 
la diversidad/disidencia sexo-genérica. Presen-
tan modelos procesales inquisitoriales en el que 
el mismo órgano que investiga es quien juzga, 
aunque representan un enorme avance en rela-
ción con los códigos de la segunda generación 
en los que sentenciaban los comisarios.

Por último, los llamados códigos de cuarta ge-
neración son aquellos que eliminaron casi en su 
totalidad las contravenciones vagas y ambiguas 
de persecución contra la decencia pública o el 
merodeo y que reconocen un proceso respetuo-
so de las garantías constitucionales, sobre todo 
en la obligatoriedad de la defensa y en la dife-
renciación de las funciones de investigar y acu-
sar con las funciones de juzgar. Suelen recibir el 
nombre de Códigos Contravencionales y tienen 
la mayor parte del elenco contravencional confi-
gurado con víctimas de carne y hueso a diferen-
cia de las reglamentaciones anteriores, donde 
muchas veces las contravenciones se entendían 
cometidas no sobre una víctima concreta, sino 
que ese lugar era ocupado por la moralidad pú-
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blica, determinando así, en la mayoría de las ve-
ces conductas punibles de manera arbitraria. 
Así, los códigos de cuarta generación incorpo-
ran como contravención aquellas en entornos 
digitales. Es el caso del Código Contravencional 
de Buenos Aires (ley. 1472) y del Código de Fal-
tas de Tierra del Fuego (ley 1024).

III. La casación y la garantía del doble con-
forme

Cuando en 1790 se crea en la Francia posre-
volucionaria el recurso de casación, jamás se 
pensó que más de dos siglos posteriores le con-
tinuaría llamando igual al recurso que cuenta el 
imputado y la acusación frente a una sentencia. 
Originariamente el Tribunal de casación hacía 
un control para evitar que los jueces, vía inter-
pretación del derecho, crearan normas jurídi-
cas, función esencial del poder legislativo que 
se consolidaba en el marco del naciente Estado 
de Derecho en el que la división de poderes era 
uno de los ejes centrales.

Por ello, el tribunal de casación podía solo in-
tervenir en cuestiones jurídicas y le estaba veda-
do intervenir en cuestiones fácticas.

En 1969 se sancionan dos importantes trata-
dos internacionales. Por un lado, la Convención 
de Viena sobre Derecho de los Tratados, que es-
tablece la jerarquía superior de los Tratados In-
ternacionales en relación con las leyes internas 
de los países. Por el otro, se celebra en dicho año 
la Convención Americana de Derechos Huma-
nos o Pacto de San José de Costa Rica.

Por ley 23.094, en 1984, Argentina aprobó la 
Convención Americana y, desde entonces, esta 
tiene jerarquía superior a las leyes. Pero no es 
sino a partir de 1994, a través de la Reforma 
Constitucional, que la Convención comienza a 
tener jerarquía constitucional, es decir, al mis-
mo nivel que la propia constitución. La Con-
vención no solo formará parte del derecho 
internacional para evaluar la actuación del Es-
tado en torno a los estándares en materia de 
derecho humanos (sobre todo a partir de la Co-
misión Interamericana de Derechos Humanos 
y la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos) sino que forma parte del derecho interno. 
Esto ha ampliado la función judicial, pues al 
tradicional control de constitucionalidad des-

de el famoso leading case Marbury contra Ma-
dison (5 U.S. 137 1803) de la Corte Suprema de 
los Estados Unidos, se suma ahora el control de 
convencionalidad, es decir, el control que deben 
realizar los jueces de cada país analizando si las 
leyes internas y los actos de la administración, 
se adecuan a lo establecido por la Convención 
y, en caso negativo, declarar su inaplicabilidad.

La Convención Americana sobre Derechos 
Humanos establece una serie de garantías ju-
diciales para el imputado, entre las que se en-
cuentra la garantía de la doble instancia. Dicha 
exigencia está prevista en el art. 8º, inc. 2, ap. h): 
“[D]urante el proceso, toda persona tiene dere-
cho, en plena igualdad, a las siguientes garantías 
mínimas: (...) derecho de recurrir del fallo ante 
juez o tribunal superior”. En el mismo sentido, 
el art. 25 establece: “Toda persona tiene dere-
cho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier 
otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales 
competentes...”.

Que después de 1984 en el que la Convención 
Americana fue ratificada por Argentina le conti-
nuemos llamando recurso de casación a lo que 
debería haber sido una impugnación amplia 
y no restringida a cuestiones jurídicas, es una 
mera cuestión de costumbre, pero poco tiene 
este recurso de la Cassatión francesa.

La garantía de un recurso amplio, no formal, 
en la que un tribunal superior analice cuestio-
nes jurídicas, fácticas y la pena impuesta tuvo 
su repercusión en la jurisprudencia de la Cor-
te Interamericana de Derechos Humanos, órga-
no máximo de interpretación de la Convención 
Americana de Derechos Humanos. En el prece-
dente “Herrera Ulloa vs. Costa Rica” estableció:

“[L]os recursos de casación presentados con-
tra la sentencia condenatoria de 12 de noviem-
bre de 1999 no satisficieron el requisito de ser 
un recurso amplio de manera tal que permitie-
ra que el tribunal superior realizara un análisis 
o examen comprensivo e integral de todas las 
cuestiones debatidas y analizadas en el tribu-
nal inferior. Esta situación conlleva a que los re-
cursos de casación interpuestos por los señores 
Fernán Vargas Rohrmoser y Mauricio Herrera 
Ulloa, y por el defensor de este último y apode-
rado especial del periódico ‘La Nación’, respecti-
vamente (supra párr. 95. w), contra la sentencia 
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condenatoria, no satisficieron los requisitos del 
artículo 8.2 h. de la Convención Americana en 
cuanto no permitieron un examen integral sino 
limitado”.

Más adelante, la Corte IDH en el mismo fallo 
dice:

“Independientemente de la denominación 
que se le dé al recurso existente para recurrir un 
fallo, lo importante es que dicho recurso garan-
tice un examen integral de la decisión recurrida”.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación, en 
el famoso precedente “Casal” de 2005 en el que 
adecúa la jurisprudencia interna al mandato 
convencional, establece:

“...cabe entender que el art. 456 del Código 
Procesal Penal de la Nación debe entenderse en 
el sentido de que habilita a una revisión amplia 
de la sentencia, todo lo extensa que sea posible 
al máximo esfuerzo de revisión de los jueces de 
casación, conforme a las posibilidades y cons-
tancias de cada caso particular y sin magnificar 
las cuestiones reservadas a la inmediación, solo 
inevitables por imperio de la oralidad conforme 
a la naturaleza de las cosas”.

El criterio de que las personas condenadas 
tengan derecho a un recurso en el que sea po-
sible una revisión amplia de la sentencia fue ra-
tificada por la Corte IDH en el precedente Valle 
Ambrosio vs. Argentina, en el que dijo:

“[L]a propia regulación del recurso de ca-
sación y la doctrina judicial que le precedía 
impidió al tribunal ad quem apartarse de las 
conclusiones fácticas adoptadas por el tribu-
nal a quo y le llevó a declarar ambos recursos 
de casación inadmisibles, sin entrar en el fon-
do de las cuestiones planteadas. A este respec-
to, si bien el Estado afirmó que los recursos de 
casación interpuestos por las defensas de los se-
ñores del Valle Ambrosio y Domínguez Linares 
fueron declarados inadmisibles debido a que no 
se hallaron debidamente fundamentados y que 
se omitieron plantear cuestiones de hecho y/o 
de prueba en sus impugnaciones, la Corte ad-
vierte que la razón por la cual dichos recursos 
fueron declarados inadmisibles se debió, prin-
cipalmente, a la imposibilidad por parte del tri-
bunal ad quem de revisar los elementos fácticos 

declarados probados en la sentencia de prime-
ra instancia para poder así enfrentar los alegatos 
esgrimidos por cada recurrente”.

Este último precedente tiene un impacto par-
ticular debido a que la Corte IDH condenó al 
Estado argentino por violación a la Convención 
Americana, específicamente, al art. 8.2, la ga-
rantía del doble conforme.

Más allá del nombre del recurso, frente a la re-
solución condenatoria, la garantía convencio-
nal ratificada por la jurisprudencia unívoca de 
la Corte IDH y por la jurisprudencia de la CSJN, 
es el acceso a una impugnación amplia por par-
te de la persona imputada que ha sido conde-
nada en una sentencia. Esta garantía no solo 
rige en materia penal, sino que también debe 
ser aplicada al proceso contravencional. El de-
bido proceso legal es una garantía que no debe 
aplicarse solamente a los procesos penales, 
sino también a otros de carácter administrativo, 
como el contravencional. Esto fue ratificado por 
la Corte IDH en el “caso Baena vs. Panamá”, en la 
que estableció:

“En cualquier materia, inclusive en la labo-
ral y la administrativa, la discrecionalidad de 
la administración tiene límites infranqueables, 
siendo uno de ellos el respeto de los derechos 
humanos. Es importante que la actuación de 
la administración se encuentre regulada, y esta 
no puede invocar el orden público para reducir 
discrecionalmente las garantías de los adminis-
trados. Por ejemplo, no puede la administración 
dictar actos administrativos sancionatorios sin 
otorgar a los sancionados la garantía del debi-
do proceso.

“Es un derecho humano el obtener todas las 
garantías que permitan alcanzar decisiones jus-
tas, no estando la administración excluida de 
cumplir con este deber. Las garantías mínimas 
deben respetarse en el procedimiento adminis-
trativo y en cualquier otro procedimiento cuya 
decisión pueda afectar los derechos de las per-
sonas”.

Distinto es el caso de los recursos con los que 
pudiera contar la víctima o el acusador públi-
co, que no son comprendidos en la garantía del 
doble conforme que exige la Convención Ame-
ricana, pues la Convención solo dice “el conde-
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nado”. Esto no significa que no tengan medios 
impugnaticios de las resoluciones que le causen 
agravio, sino que esos medios no son tan am-
plios como los que cuenta el imputado. Por ello, 
la víctima y el acusador podrán tener el recurso 
de casación limitado a las cuestiones jurídicas y 
vedado para las cuestiones fácticas.

Recientemente, la CSJN in re “Barrera” 
(05/07/2022) amplía el concepto de doble con-
forme estableciendo que el tribunal revisor de la 
condena no puede limitarse a repetir los argu-
mentos dados por el tribunal oral de condena. 
Citando al precedente “Silva” (2008), la Corte 
dice:

“[L]a mera repetición de los fundamentos da-
dos en el juicio solo formalmente satisface la re-
visión... pero no demuestra el tratamiento de las 
cuestiones llevadas a estudio”.

En síntesis, el estándar internacional de de-
rechos humanos en materia recursiva es que 
la persona condenada por un delito o contra-
vención tenga derecho a un recurso amplio en 
el que pueda solicitar la revisión por un órgano 
superior de las cuestiones fácticas, de las cues-
tiones jurídicas y de la pena impuesta y que el 
tribunal revisor (de casación) responda a cada 
uno de los planteos efectuados por la defensa y 
no se limite a repetir los argumentos dados por 
el tribunal de juicio sino que realice una revi-
sión integral y exhaustiva del fallo condenatorio 
en los términos.

IV. Los recursos en el procedimiento con-
travencional

El Cód. Conv. Ciudadana no regula de manera 
clara la impugnabilidad objetiva ni la impugna-
bilidad subjetiva. Es decir, no dice expresamente 
cuáles son las resoluciones recurribles ni quié-
nes son las partes que pueden solicitarla (cfr. 
art. 144 Cód. Conv. Ciudadana, a contrario sen-
su). En cambio, sí regula claramente los efectos 
de la impugnación (suspensivos), el plazo para 
solicitarla (dos días) y quién es el que debe re-
solverla (la autoridad mencionada en el art. 119 
inc. b, es decir, los Juzgado de Control y Faltas.)

Esto deja una laguna en torno a si son im-
pugnables las resoluciones que dicta la autori-
dad de juzgamiento (jueces de paz y ayudantes 

fiscales) pero que no ponen fin al proceso (por 
ejemplo, cuando se deniega el diligenciamien-
to de una prueba o responde negativamente el 
pedido de inhibición). El Cód. Conv. Ciudada-
na tampoco regula el instituto del querellante 
particular pero tampoco establece que solo el 
imputado es quien puede impugnar.

Asimismo, el Cód. Conv. Ciudadana utiliza la 
expresión revisión judicial para referirse al re-
curso frente a las resoluciones de la Autoridad 
de Juzgamiento (Ayudantes Fiscales y Jueces de 
Paz), aunque técnicamente no se trata de un re-
curso de revisión en el sentido clásico de este 
medio de impugnación, sino más bien de una 
apelación.

Para poder analizar los recursos en el CCC es 
importante distinguir dos procedimientos dis-
tintos en materia contravencional: por un lado, 
la regla, que es el procedimiento contravencio-
nal en el que investiga y juzga la Autoridad de 
Aplicación (Ayudantes Fiscales y Jueces de Paz, 
art. 119 inc. a del Cód. Conv. Ciudadana) ya que 
la posible consecuencia para la persona impu-
tada es la pena de multa o de trabajo comuni-
tario. Por el otro, que es lo excepcional, cuando 
se presume que la pena pudiera ser de arresto, 
la Autoridad de Aplicación debe remitir el caso 
al Juzgado de Control y Faltas (Art. 136 del Cód. 
Conv. Ciudadana) para que realice el juzga-
miento.

IV.1. Los recursos en el Procedimiento frente a 
la Autoridad de Juzgamiento

Se trata de la Revisión Judicial que regula el 
Cód. Conv. Ciudadana.

a. Efectos: la presentación de este recurso 
tiene efectos suspensivos. El art. 144 del Cód. 
Conv. Ciudadana establece: “[S]in hacerse efec-
tiva la condena”.

b. Plazo para presentarlo: dos [2] días desde 
la notificación de la resolución. El art. 143 dice: 
“Se tendrán por firmes las resoluciones dictadas 
por la autoridad competente si los interesados 
—por sí o a través de su defensor— no solicita-
ren dentro de los dos [2] días de su notificación 
la revisión judicial”.
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c. Forma: el Cód. Conv. Ciudadana no estable-
ce ninguna formalidad especial. Basta la volun-
tad inequívoca de recurrir la resolución.

d. Impugnabilidad subjetiva: El Cód. Conv. 
Ciudadana no regula específicamente quien es 
el que puede solicitar la revisión. Es decir, es ob-
vio que la persona imputada y su defensa téc-
nica tienen la posibilidad de presentarlo. Pero 
¿puede presentarlo el querellante particular? El 
art. 143 al referirse cuándo la resolución queda 
firme, menciona la palabra “interesados” para 
referirse a quien puede presentar la impugna-
ción, y no imputado, contraventor o condenado. 
Esto implica que no existe un obstáculo legal 
para otorgarle a la víctima, constituida en que-
rellante particular, facultades recursivas frente a 
las resoluciones de la Autoridad de Juzgamiento 
que le causen agravio.

e. Impugnabilidad objetiva: el Cód. Conv. Ciu-
dadana tampoco menciona de manera contun-
dente, cuáles son las resoluciones impugnables 
mediante la revisión judicial. Sin embargo, una 
lectura integral y armónica del Cód. Conv. Ciu-
dadana, nos convence de que la regla debe ser 
que solo las resoluciones definitivas de la Au-
toridad de Juzgamiento pueden ser recurridas, 
pues el art. 134 del Cód. Conv. Ciudadana men-
ciona que el procedimiento será de instancia 
única y el art. 144, al referirse a los efectos sus-
pensivos de la revisión judicial, utiliza la expre-
sión “condena” y no resolución. Sin embargo, a 
los fines de garantizar el debido proceso legal 
y por aplicación analógica del Código Procesal 
Penal, podrían admitirse de manera muy excep-
cional el recurso cuando la resolución no defi-
nitiva de la Autoridad de Juzgamiento pueda 
equipararse a tal en virtud de causar un grava-
men irreparable.

Son pocos los casos que en el procedimiento 
contravencional pudieran causar un gravamen 
irreparable. En materia penal es común que la 
resolución que causa un gravamen irreparable, y 
que permite la presentación del recurso de ape-
lación frente a las resoluciones de los Juzgados 
de Control y el de casación frente a las resolu-
ciones de la Cámara de Acusaciones, son aque-
llas que deniegan el cese de prisión. Ello puesto 
que la pérdida de libertad causa un gravamen 
que es imposible de remendar posteriormente 
en una revisión de la resolución. Por ello es por 

lo que se habilitan instancias extraordinarias de 
impugnación. Sin embargo, en materia contra-
vencional, la privación de libertad a través de 
la detención preventiva no puede durar más de 
ocho [8] horas (art. 122 del Cód. Conv. Ciudada-
na), por lo que sería improbable un recurso por 
la negativa a dar la libertad.

¿Qué significa un gravamen irreparable? Sig-
nifica que una vez consentida la resolución no 
podrá ser revisado el perjuicio irrogado por al-
gunos de los medios de impugnación en el cur-
so posterior del proceso. A modo de ejemplo, 
la negativa de la Autoridad de Juzgamiento de 
diligenciar prueba ofrecida por el imputado o 
por el querellante no causa gravamen irrepara-
ble, pues puede ser incorporada luego en la re-
visión. El TSJ de Córdoba también ha expresado 
que la resolución del Ayudante Fiscal de no in-
hibirse frente a un pedido de recusación no cau-
sa gravamen irreparable. Al respecto dice el TSJ 
de Córdoba:

“[L]a decisión por la cual el órgano de enjui-
ciamiento administrativo (Ayudante Fiscal) re-
solvió no estar incurso en ninguna causal de 
inhibición no constituye una sentencia definiti-
va, como correctamente advierte el representan-
te del Ministerio Público Fiscal en su dictamen, 
ni se advierte gravamen irreparable que la haga 
equiparable a tal. Cabe recordar que, por regla, 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene 
dicho que las decisiones que versan sobre la re-
cusación de los jueces no constituyen senten-
cia definitiva (Fallos: 302:346; ‘Correa’, Fallos: 
314:649; “Cavallo”, Fallos: 321:1920; ‘Zensero-
vich’, Fallos: 322:1941; ‘Herrera de Noble’, Fa-
llos: 327:182; “De la Rúa”, Fallos: 327:2640; entre 
muchos otros). Si bien se ha hecho excepción 
a ese principio cuando lo resuelto reviste gra-
vedad institucional (‘Penjerek’, Fallos: 257:132) 
o acarrea un gravamen de difícil, tardía o im-
posible reparación ulterior (‘Llerena’, Fallos: 
328:1491; ‘Nicolini’, Fallos: 328:1491; ‘Dieser’, Fa-
llos: 329:3034; ‘Alonso’, Fallos: 330:1457; y el cita-
do por los recurrente, ‘Don Pedro de Albariño’, 
Fallos: 316:826; entre otros), se trata de situa-
ciones excepcionales que no se verifican en el 
caso como se explica seguidamente. En el pre-
sente caso, claramente no se trata de un caso 
de gravedad institucional, ni ello es planteado 
por el recurrente.” (Sala Penal. TSJ. Auto 183. 
30/03/2021; Depetris, Guillermo José).
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En cambio, creemos que la negativa de la 
Autoridad de Juzgamiento a la constitución en 
querellante particular por parte de la víctima 
podría ser una resolución que causa gravamen 
irreparable, pues al no ser admitida como parte 
del procedimiento contravencional, luego tam-
poco tendrá facultades recursivas en la resolu-
ción definitiva.

f. Órgano que resuelve: El Cód. Conv. Ciuda-
dana es claro que quien resuelve los recursos 
de las resoluciones frente a las autoridades de 
juzgamiento son los Juzgados de Control y Fal-
tas (arts. 119 inc. b y 144 del Cód. Conv. Ciuda-
dana).

IV.2. Los recursos en el Procedimiento frente al 
Juzgado de Control y Faltas

Existen tres competencias de los Juzgados de 
Control y Faltas en el marco del procedimiento 
contravencional:

a. Competencia Originaria: Esta competencia 
es atribuida por el art. 136 del Cód. Conv. Ciu-
dadana para aquellos casos en que la tipicidad 
de la infracción, las condiciones personales 
del imputado o la gravedad del hecho hicieran 
presumir que la pena que le correspondería al 
contraventor es de arresto. Esto implica que la 
autoridad de juzgamiento (jueces de paz y Ayu-
dantes Fiscales) no cuentan con facultades para 
imponer la pena de arresto sino solo las penas 
principales de trabajo comunitario y multa, 
además de todas las penas accesorias.

En estos casos, frente a las resoluciones defi-
nitivas de los Juzgados de Control y Faltas, a los 
fines de garantizar la doble instancia, se debe 
otorgar al imputado un recurso ordinario am-
plio que permita revisar las cuestiones jurídicas, 
fácticas y de pena impuesta. Así lo ha estableci-
do el Tribunal Superior de Justicia:

“[S]e le deberá otorgar el carácter de recurso 
ordinario o amplio, en aplicación del criterio de 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación (fallo 
‘Casal’, año 2005), cuando se interponga contra 
lo resuelto directamente por el Juez de Control 
y Faltas por remisión de la autoridad competen-
te (supra, punto 1, letra “d”). Solo de ese modo 
se garantizará al imputado contraventor el do-
ble conforme postulado por los tratados de de-

rechos humanos de jerarquía constitucional, al 
permitir impugnar una decisión que no ha con-
tado con la debida revisión judicial (cf. JULIA-
NO — CRISAFULLI, “Código de Convivencia de 
la Provincia de Córdoba, Comentado”, Lerner, 
Córdoba, 2016, p. 388; VERA BARROS, “Código 
de Convivencia Ciudadana de la Provincia de 
Córdoba”, Lerner, Córdoba, 2016, p. 306)”. (TSJ, 
Sala Penal, Auto Nro. 349; 28/06/2019; Cortez, 
Néstor Alfredo).

b. Competencia derivada: existe competen-
cia derivada de los Juzgados de Control y Faltas 
cuando estos actúan como órgano revisor de las 
resoluciones de los Ayudantes Fiscales y Jueces 
de Paz (art. 119 inc. b del Cód. Conv. Ciudada-
na). En este caso, los recursos frente a las resolu-
ciones de los juzgados de Control y Faltas deben 
ser extraordinario y restringido a cuestiones ju-
rídicas (el clásico recurso de casación), pues con 
la intervención del Juzgado revisando la resolu-
ción de la autoridad de juzgamiento, ya se en-
cuentra cumplida la garantía de doble instancia 
que ordena la Convención Americana de Dere-
chos Humanos. Así lo ha establecido el Tribunal 
Superior de Justicia:

“Aquí es necesario agregar que el recurso de 
casación tendrá carácter extraordinario cuando 
ya haya habido una revisión judicial amplia por 
parte del Juez de Control y Faltas de la resolu-
ción condenatoria dictada por el ayudante fis-
cal o el juez de paz, a solicitud del contraventor” 
(TSJ, Sala Penal, Auto Nro. 349; 28/06/2019; Cor-
tez, Néstor Alfredo).

c. Competencia para transformar la pena de 
multa incumplida en pena de arresto. El art. 37 
del Cód. Conv. Ciudadana establece que, si la 
pena de multa no es abonada dentro de los tres 
días de su notificación, procede su transforma-
ción en arresto. Como la autoridad de juzga-
miento no tiene potestades para imponer dicha 
pena, el Juzgado de Control y Faltas es quien 
debe hacer la transformación. Creemos que en 
estos casos debe habilitarse la instancia ordina-
ria de una casación amplia que permita revisar 
cuestiones jurídicas, fácticas e incluso el mon-
to de la pena, pues la revisión con la que contó 
el condenado a la resolución del ayudante fis-
cal o juez de paz, no contenía entre sus conse-
cuencias el arresto, sino que se trataba de una 
resolución que imponía el trabajo comunitario 
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o la multa, por lo que la resolución del Juzgado 
de Control debe considerarse como una nueva 
resolución a la que el imputado tiene derecho 
a una revisión amplia para cumplir con el es-
tándar del doble conforme, tal como en el caso 
de la competencia originaria de los Juzgados de 
Control.

V. Los recursos del Ministerio Público

El esquema procesal creado por la ley 10.326, 
al no distinguir las funciones de investigación y 
acusación con las de juzgamiento (por el me-
nos en la mayor parte de los procedimientos 
contravenciones en los que investiga y juzga la 
autoridad de aplicación) la realización de un 
procedimiento más cercano al modelo adversa-
rial se ve afectada. Esto trajo aparejado algunas 
dudas que no están resueltas por la norma y que 
requieren de creatividad por parte de la doctri-
na y la jurisprudencia para poder dar respuestas 
que se acerquen lo más posible al modelo cons-
titucional ideal de acusación, juicio y castigo.

Es obvio que si el juzgador es el Ministerio Pú-
blico (art. 119 inc. a del Cód. Conv. Ciudadana), 
no tendrá en esta instancia, recurso alguno con-
tra su propia resolución, pues sería un verdade-
ro disparate.

Sin embargo, surge la siguiente pregunta: en 
los casos en que investigó el Ayudante Fiscal 
pero que resuelve el Juzgado de Control y Fal-
tas por presumirse pena de arresto (art. 136 del 
Cód. Conv. Ciudadana) ¿participa el Ayudante 
Fiscal como acusador en esa audiencia? ¿Tiene 
facultades recursivas frente a las resoluciones 
del Juzgado de Control y Faltas que, como par-
te del MPF le causan un agravio como represen-
tante del interés social?

Hemos advertido una sana práctica que están 
comenzando a instalar los Juzgado de Control y 
Faltas, esto es, que en los casos en los que el Ayu-
dante Fiscal ya resolvió definitivamente un caso, 
pero la persona imputada solicita la revisión judi-
cial, los Juzgados citan al Ayudante fiscal para que 
haga de acusador público. Creemos que, si bien 
esto no se encuentra específicamente regulado, 
tampoco el Cód. Conv. Ciudadana lo prohíbe y es 
una buena práctica que permite la realización del 
trial del sistema acusatorio. Así, en las audiencias 
de revisión del art. 144 del Cód. Conv. Ciudadana, 

estará la persona imputada y su defensa en una 
esquina, el Ayudante Fiscal como acusador en la 
otra, y el Juez/a al medio.

Sin embargo, justo es decir que la ausencia del 
ayudante fiscal, tal como está contemplado en 
el Cód. Conv. Ciudadana, no causa la nulidad 
del proceso por carecer de acusador público. 
Que el procedimiento contravencional compar-
ta algunas características con el penal no signi-
fica que se trate de un proceso penal, por eso 
tiene una regulación diferente. Si en un proceso 
penal faltara la acusación en el juicio, porque no 
está el fiscal o el fiscal no formuló acusación, no 
podría existir la sentencia condenatoria. Así lo 
ha resuelto la CSJN en varios precedentes que 
son ya leading case, entre ellos, in re Tarifeño de 
1989 e in re Mostaccio de 2004 (1), que estable-
ció que la función jurisdiccional se encontraba 
limitada a la acusación del Ministerio Público, 
por lo que, si el fiscal solicitó absolución, el tri-
bunal no puede condenar. Por lo tanto, en un 
proceso penal, si no existiera acusador o el acu-
sador no acusara, el tribunal no podría conde-
nar. Esto cambia en el proceso contravencional 
por la sencilla razón de que se trata de un pro-
cedimiento diferente, que comparte caracterís-
ticas con el penal, pero con otra regulación.

Entendemos que, si el ayudante fiscal ha par-
ticipado como acusador público de la audiencia 
contravencional frente al Juzgado de Control y 
Faltas, ya sea por la competencia originaria del 
juzgado (art. 136 del Cód. Conv. Ciudadana) o 
por la derivada en la revisión judicial (art. 119 
inc. b), como parte del Ministerio Público y re-
presentante del interés social, tiene las faculta-
des propias de la instancia, esto es, el recurso de 
casación.

 (1)  Entre Tarifeño de 1989 y Mostaccio de 2004, la Cor-
te dictó sentencia en dos procedentes que consideramos 
importante mencionar. En 1998 en el caso Santillán la 
Corte estableció que cuando el ministerio público pide 
absolución, pero el querellante solicita condena, el tri-
bunal puede condenar, pues la norma procesal le otorga 
personería jurídica al querellante. Otro precedente im-
portante es Marcilese de 2002, en que la Corte entendió 
que el requerimiento de elevación a juicio formulado por 
el fiscal de instrucción era suficiente como acusación, 
aunque el fiscal del juicio haya pedido la absolución. 
Sin embargo, posteriormente a ese precedente, la Corte 
cambió el criterio en Mostaccio, volviendo a la vieja juris-
prudencia más respetuosa del Estado de Derecho fijado 
en Tarifeño.
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Sin embargo, en ambos supuestos (competencia derivada u originaria) el recurso que tiene el 
acusador es siempre el extraordinario, es decir, limitado a cuestiones jurídicas y vedado para cues-
tiones fácticas. Ello porque la garantía de la doble instancia le corresponde exclusivamente a la per-
sona condenada, no así al Ministerio Público ni al querellante particular, quienes creemos que tiene 
facultades recursivas pero limitadas a la tradicional casación extraordinaria.

VI. Conclusión

Hay todo un nuevo universo de preguntas que se abren con la aplicación del Cód. Conv. Ciuda-
dana. Enormes desafíos tienen la doctrina y la jurisprudencia para adecuar la aplicación de esta 
nueva normativa a los estándares internacionales en materia de Derechos Humanos. La materia 
contravencional nos interpela en ser creativos para encontrar soluciones novedosas a los casos que 
se presentan, teniendo siempre como norte la gestión de los conflictos y el principio de conviven-
cialidad que surge del art. 1° del Cód. Conv. Ciudadana.

Creemos que la mejor manera de concluir un trabajo exploratorio con más interrogantes que cer-
tezas sobre una temática nueva, es un cuadro que fije algunos mojones sobre cómo operan las vías 
recursivas en materia contravencional según la actual jurisprudencia y los estándares internacio-
nales fijados por esta.

Juzgamiento realizado por 
Ayudantes Fiscales o Jueces 
de Paz

(Art. 119 inc. a)

Intervención del Juzga-
do de Control y Faltas 
en los recursos de re-
visión judicial (Art. 119 
inc. b y 143 del CCC)

Intervención del Juz-
gado de Control y Fal-
tas Juzgado en primera 
instancia por presun-
ción de pena de arresto  
(Art. 136 del CCC)

Recursos para la 
persona imputada

Revisión Judicial (Art. 144 
del CCC). Amplio: revisable 
cuestiones fácticas, jurídicas 
y del monto de la pena

Casación extraordina-
rio (restringido solo a 
cuestiones jurídicas, 
por la garantía del do-
ble conforme ya fue sa-
tisfecha)

Casación ordinaria (am-
plio para garantizar el 
doble conforme)

Recursos para el MPF No tiene
Solo casación extraordinaria y en caso en que haya 
participado de la audiencia ante el Juzgado de 
Control y Faltas

Efectos suspensivo

Impugnabilidad 
objetiva

Resoluciones de la Auto-
ridad de Juzgamiento de-
finitivas o equiparables a 
definitivas porque causan 
gravamen irreparable

Resoluciones del Juzgado de Control y Faltas defi-
nitivas o equiparables a definitivas porque causan 
gravamen irreparable

Impugnabilidad 
subjetiva

Persona Imputada y quere-
llante particular

Persona Imputada y Ayudante Fiscal como parte 
del MPF si intervino en la audiencia

Plazo para presentarlo
2 días desde la notificación 
de la resolución

15 días desde la notificación de la resolución

Órgano que lo 
resuelve el recurso

Juzgado de Control y Faltas Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia

Interposición
No tiene mayores formali-
dades. 

Formal (Art. 385 del CPP)
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